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					Introducción

			Ricardo Monreal Ávila

			En México hace tiempo que no podemos lograr crecer al ritmo esperado. El desempeño que ha mostrado el país desde el inicio de los años noventa ha sido decepcionante en relación no sólo con lo que como país habíamos logrado, sino con las necesidades de ampliación y modernización de infraestructura, planta productiva, bienes públicos, servicios de calidad y, sobre todo, la superación de la pobreza y la desigualdad. Vivimos principalmente en una situación de permanente incapacidad. Incapacidad para generar empleos estables y dignos, incapacidad para contar con productos financieros buenos y accesibles, incapacidad para tener un robusto mercado interno y para permitir que las personas se desarrollen libremente y en paz.

			Estamos, ciertamente, ante un escenario complejo, donde el entorno internacional se caracteriza por un desgaste político, donde ha habido liderazgos débiles y donde existen un escepticismo y un disgusto social que retroalimentan de alguna manera las menguantes expectativas de vida de los ciudadanos.

			La incertidumbre por la inseguridad pública, la irritación creciente por la corrupción, la baja credibilidad institucional y las muestras de incapacidad de los gobiernos anteriores por promover una agenda económica y social más justa y más incluyente han configurado en su conjunto un entorno más complejo y más adverso.

			Inquieta sobremanera que no sólo se haya prolongado el periodo de bajo crecimiento en el país, sino que además, durante muchos años se desarrolló una etapa de privilegios y restricciones al desarrollo económico en la que se heredaron rezagos y dificultades estructurales que agregan nuevos retos a la coyuntura cotidiana del país.

			El contraste es dolorosamente abrumador. México es la decimoquinta democracia del mundo más rica, el onceavo país más poblado y uno de los primeros 30 países más felices. Del otro lado del espejo están los 53.3 millones de mexicanos que viven en pobreza, y el 1 por ciento de la población que captura la mayor parte del ingreso nacional, generando niveles de desigualdad rampantes. Esta ambivalencia ha frenado sistemáticamente el potencial humano de nuestro país.

			¿En dónde está la riqueza de México?, me pregunto. ¿En dónde se quedaron los grandes beneficios de la época de estabilidad y crecimiento económico? ¿Quién se ha beneficiado más?

			En términos de renta y capital, hay un acaparamiento mayúsculo por parte de un grupo selecto de personas que se han visto favorecidas en medio del poco crecimiento económico en el que hemos vivido durante las últimas tres décadas. Mientras que el pib per cápita del país ha logrado avanzar menos de un 1 por ciento anualmente, hay 16 mexicanos que en los últimos años han multiplicado su riqueza por cinco.

			Pero no sólo eso, existe también una excesiva e indebida influencia de estos poderes económicos (y privados) sobre la política pública del país, lo que ha terminado por afectar el ejercicio de derechos de los ciudadanos, y especialmente el de las personas más pobres, quienes han quedado marginadas dentro de este proceso de concentración de poder, teniendo cada vez más restricciones en su nivel de vida.

			La historia del sistema financiero mexicano corre en paralelo a todos estos fenómenos y es un engrane que ha permitido el funcionamiento del sistema de exclusión durante todos estos años.

			En distintas administraciones se procuró que, en general, el sector fuese estable y bien capitalizado, luego de la triste y vergonzosa historia de crisis y rescate bancario que enfrentamos los mexicanos durante los gobiernos de Carlos Salinas y Ernesto Zedillo. Posteriormente, el proceso de fusiones y adquisiciones que se dio dentro del sistema bancario concluyó cuando éste quedó prácticamente en manos del capital extranjero, lo que si bien en apariencia concedió mayor estabilidad a la banca, se realizó a costa de una mayor concentración y un aletargamiento de la profundización financiera de la economía mexicana.

			Aun cuando en 2014 se planteó la llamada reforma financiera para enfrentar los rezagos del sistema (prestar más y a menor costo), lo que prevalece hoy en día es la discapacidad por propiciar un mayor dinamismo en el sector financiero y superar las trabas que se han mantenido, perpetuando los niveles de pobreza y desigualdad en el país.

			Modificar este estado de las cosas exige replantear de fondo su operación, adoptando enfoques abiertos y desprejuiciados de política económica que sean capaces de utilizar el más amplio arsenal de recursos que se ofrecen.

			La orientación de la política pública al respecto, y más ampliamente del Estado en general, debe ser el de revigorizar las políticas de estímulo, activando capacidades internas vinculadas al crédito y la promoción del consumo y la inversión nacional.

			Es por esta razón, que a la luz de las crecientes necesidades de contar con un proceso de intermediación financiera más amplio y más incluyente he considerado que es propicio reflexionar una vez más sobre el papel que desempeña el sistema financiero del país y sus áreas de mejora, teniendo en mente su trayectoria a futuro y los espacios de oportunidad que deben de seguirse desarrollando desde la política pública del país.

			Para ello, es apremiante contar con una investigación profunda y actualizada del sistema financiero mexicano, que contemple la historia de su evolución y los últimos cambios emprendidos a raíz de la reciente reforma financiera, pero también conservando un enfoque abierto y crítico de los resultados conseguidos. El eje rector del análisis es la necesidad de contar con un sistema financiero más incluyente y una agenda de cambios necesarios para verdaderamente estimular el proceso de competencia, intermediación e inclusión financiera del país.

			Esta obra nace de la necesidad de encontrar nuevas soluciones a viejos problemas que siguen aquejando a la sociedad mexicana y que tienen vínculos con el sistema financiero.

			El libro se divide en cuatro capítulos. En el primero se describe brevemente la historia de consolidación del sistema financiero del país, donde se detalla tanto el proceso de construcción, como los eventos de crisis y las grandes etapas de nacionalización, privatización, rescate y extranjerización del sistema bancario. En el capítulo 2 se brinda un análisis de la reforma financiera de 2014, presentando tanto los cambios realizados, como los alcances obtenidos a casi cinco años de distancia. Por su parte, el capítulo 3 aborda el tema de la inclusión financiera del país, los rezagos encontrados tras la reforma y la falta de espacios bien definidos pese a la prioridad del tema. El capítulo final destaca los retos y pendientes actuales que socavan al sistema financiero del país y esboza una serie de propuestas para llevar a cabo una reforma de fondo que permita no sólo incrementar los niveles de intermediación financiera, sino que ésta sea más amplia y accesible para todos.

			 

			 

			







			Capítulo 1

			Historia reciente
del sistema
financiero mexicano

			 

			 

			 

			A lo largo de la historia, el sistema financiero de México ha experimentado diversos cambios estructurales, los cuales han afectado tanto a sus instituciones, como a los esquemas de regulación, competencia, eficiencia y modus operandi del sistema en su conjunto. 

			Algunos de los cambios más significativos se pueden resumir a través del breve proceso de creación de la banca y el sistema de crédito (alrededor de 1775), la conformación de una caja de ahorros (1853), las leyes que comenzaron a regir a las instituciones de crédito (1897), la consolidación de una Bolsa Mexicana de Valores (1895), la fundación del banco central (1925), el arribo de la Banca Múltiple al país (1976), su posterior nacionalización (1982) y reprivatización (1991), así como un último periodo de crisis, rescate y extranjerización de la banca (1995-2000), que terminó por consolidar al sistema financiero tal como lo conocemos (véase figura 1). 
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			La banca en particular pasó de un sistema universal a una banca segmentada, y posteriormente (tras transitar una vez más a la banca universal) se adoptó la forma de grupos financieros que ofrecen toda clase de servicios (la Banca Múltiple); por su parte, el sistema financiero evolucionó de un modelo de “represión financiera” a otro de “liberación financiera”, sustanciando con ello la creciente integración de los mercados internacionales alrededor del mundo, proceso que se profundizó tras la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (1994).

			Para comprender el fenómeno general del comportamiento y desarrollo financiero de México en nuestros días, resulta clave entender el proceso de transición descrito para vislumbrar las tendencias actuales, así como los desafíos futuros de la banca y del sistema financiero.

			El presente capítulo realiza una síntesis de los episodios más relevantes que constituyen la historia del sistema financiero mexicano, enfatizando particularmente su creación, el periodo de privatización y liberalización de la banca, el rescate financiero, la nueva configuración de la banca y el proceso de extranjerización.




			Antecedentes del sistema financiero en México




			Los orígenes. Colonia y época independiente

			El sistema financiero de México nació durante la época colonial en el contexto de las reformas borbónicas y la fundación de las primeras instituciones bancarias, cuyo objetivo radicó en impulsar el crédito en el virreinato de la Nueva España, fortaleciendo a los pequeños y medianos mineros como motores fundamentales de la economía virreinal. 

			Sin embargo, en un inicio la fuente principal de crédito en la Nueva España llegó a ser principalmente el clero católico, y sus actividades se limitaron a préstamos hipotecarios otorgados a grandes y medianos hacendados por montos que a veces excedían el valor de la propiedad hipotecada. 

			Debido a que el producto de los préstamos era utilizado casi siempre en consumo, muchos propietarios se hallaron imposibilitados para cumplir con sus obligaciones crediticias y las propiedades pasaron rápidamente a ser controladas por la Iglesia. 

			Las reformas borbónicas, en este sentido, buscaron fortalecer el control político y económico en la Nueva España, por lo que crearon instituciones que pudieran suplantar las actividades comerciales y crediticias de la Iglesia. Fue así que se fundó, como primera institución oficial de crédito prendario, el Monte de Piedad de Ánimas (lo que ahora se conoce como el Nacional Monte de Piedad), en 1775, y cuyas primeras operaciones consistieron en custodiar depósitos confidenciales y administrar secuestros o depósitos judiciales y de otras autoridades. En promedio, esta institución otorgó, en sus primeras décadas, 35,000 préstamos por año, con un monto total que osciló entre los 400,000 y los 600,000 pesos corrientes.1

			Para 1782 se creó el Banco Nacional de San Carlos, precisamente a petición de Carlos III, el rey borbón. La finalidad de esta institución fue fomentar el comercio en general dentro de la Nueva España. 

			No obstante, el segundo proyecto bancario más grande se dio con la creación del Banco de Avío de Minas en 1784, dedicado al otorgamiento de préstamos refaccionarios, la administración de capitales y la atención de las cuentas del Tribunal del Cuerpo de Minería. 

			No obstante, de este periodo y de la posterior lucha por la independencia, sólo se heredaron la Casa de la Moneda y el Nacional Monte de Piedad. Fue hasta 1830 cuando, por iniciativa de Lucas Alamán, se creó el Banco de Avío Industrial, establecido con el objetivo de financiar empresas industriales, especialmente fábricas textiles, que debían operar con maquinaria moderna, hasta entonces desconocida en México. 

			El Banco de Avío contó para ello con un capital de un millón y medio de pesos, y otorgaba préstamos de uno a nueve años a varias empresas de manufactura textil, de algodón y lana, así como para la instalación de talleres mecánicos, la explotación agrícola, la fabricación de vidrio, papel u otros productos, o bien para importar métodos de producción modernos.2

			Sin embargo, este proyecto fue socavado tras la guerra civil de 1832 y los conflictos con Texas y Estados Unidos de América, lo que causó fallas en la administración del banco y su pronta liquidación en 1842.

			Para 1837 se creó el Banco Nacional de Amortización de la Moneda de Cobre, con la finalidad de preparar una nueva moneda de valor estable mediante el rescate de piezas de cobre. 

			En esta tarea, el banco contó con varias propiedades y rentas del Estado, y se le autorizó colocar empréstitos en México y el extranjero; pero la institución no pudo alcanzar nunca sus objetivos y poco tiempo después de su creación la moneda de cobre sufrió una devaluación del 50 por ciento, debido a que no se encontraron prestamistas interesados y fue liquidado en 1841.

			Durante los años venideros se repitieron historias similares, en las que se ensayó el establecimiento de diversos bancos, pero ninguno que se pudiera crear y consolidar sistemáticamente. De entre los sucesos más relevantes (que acaecieron durante el periodo de la Intervención francesa) destacan la creación de la Caja de Ahorros del Nacional Monte de Piedad (1853), el establecimiento del código de comercio (1854) y el surgimiento del Banco de Londres, México y Sudamérica (1864) como primera institución privada de la banca comercial. 

			Esta última institución, constituida en el imperio de Maximiliano y de capital inglés, otorgaba créditos, emitía billetes y proporcionaba servicios para el comercio exterior, gozando de ciertos privilegios para subsistir (como la no aplicación del código de comercio vigente, o que no se le obligaba a dar detalles de su balance en sus primeros años).

			Ya durante el Porfiriato, lo anterior provocó que entre 1870 y 1880 varios bancos privados fuesen creados y auspiciados bajo una protección gubernamental federal o estatal. 

			El caso más sobresaliente de ellos es el de Chihuahua, estado en donde se llegó a contar con cuatro bancos capaces de emitir billetes: Santa Eulalia (1875), Mexicano (1878), Minero Chihuahuense (1879), y el Banco de Chihuahua (1880).3

			No obstante, la crisis económica y bancaria internacional de 1884 puso fin al proceso de concesiones bancarias y creó dificultades a los bancos ya existentes en México, induciendo al gobierno a replantear el proceso de regulación en la materia, debido a la crisis de convertibilidad de la moneda que se desató en esos años. 

			La crisis provocó el cierre de varios bancos y la fusión de otros. Entre los cambios más relevantes podemos mencionar la mexicanización del Banco de Londres, México y Sudamérica tras la adquisición del Banco de Empleados (que dio lugar al Banco de Londres y México), así como la fusión entre el Banco Nacional Mexicano y el Banco Mercantil, Agrícola e Hipotecario bajo la denominación de Banco Nacional de México (Banamex). 

			Para enfrentar la crisis, esta última institución contó con la autorización del gobierno mexicano para emitir billetes de manera exclusiva. El gobierno, a su vez, se comprometió a aceptar hasta el 20 por ciento del pago de impuestos en billetes de esta institución, siendo uno de los primeros antecedentes en el otorgamiento de atribuciones de banca central en México.

			Sin embargo, a finales de 1884 varios bancos tuvieron que suspender sus pagos porque dejaron de ser válidos. La existencia de tantos emisores de billetes dio origen a una legislación correctiva en 1889 dentro del Código de Comercio, la cual le otorgaba al Banco Nacional de México algunas atribuciones de banca central, regía a todas las instituciones de crédito por una ley especial y estipulaba que ningún banco o persona extranjera podría emitir billetes.

			No obstante, dado que la discusión sobre las nuevas atribuciones de Banamex causaron gran polémica y retrasaron el proceso de legislación, la ley especial no fue emitida, y muy pronto se volvieron a crear bancos locales en todos los estados, cuya emisión vulneraba de nuevo la estabilidad de los medios de pago. 

			No fue sino hasta 1897 cuando se logró expedir la Ley General de Instituciones de Crédito, que fijó limitaciones a los bancos en cuanto a reservas, facultades para emitir billetes y aperturas de sucursales.4 

			Para 1905, en apego a los estándares internacionales, el gobierno de Porfirio Díaz cambió al patrón oro, con lo que se suspendió la libre acuñación de monedas de plata. Esto coincidió al poco tiempo con la crisis de 1907 en Estados Unidos de América, lo que generó una baja en los precios de exportación de materias primas y dio lugar a numerosas quiebras en el sistema bancario mexicano, provocando que para 1910 sólo existieran 24 bancos de emisión, cinco refaccionarios y una bolsa de valores en todo el país.




			La larga consolidación

			Revolución mexicana e inicio de la época institucional

			La inestabilidad y los estragos derivados de la Revolución mexicana provocaron que los bancos existentes comenzaran a restringir el crédito y promovieran prácticas de atesoramiento de oro y plata. Esto indujo al retiro masivo de depósitos durante los años del conflicto armado, teniendo como consecuencia la quiebra de varios bancos.

			Ante esta situación, Victoriano Huerta decretó la inconvertibilidad de billetes el 5 de octubre de 1913, y para el 20 de diciembre del mismo año se estableció la suspensión de pagos, con lo que dejó de funcionar el sistema financiero mexicano.

			Fue hasta la llegada de Venustiano Carranza cuando los bancos volvieron a operar, pero ahora bajo circunstancias muy precarias, lo que prácticamente exigió reconstruir el sistema desde cero, el cual no entraría en vigor sino hasta 1917. 

			Para 1920 se recuperaron 25 bancos de emisión, tres hipotecarias, siete refaccionarias y una bolsa de valores; es decir, tuvo que pasar una década para constituir un sistema financiero similar al preexistente en el Porfiriato, salvo que se habían disuelto prácticamente todos los bancos de dicha época, con la excepción de Banamex y el Banco de Londres. 

			Los gobiernos nacionalistas de Obregón y Calles, ante el objetivo de emprender la reconstrucción nacional, se enfrentaron a la necesidad de contar con un sistema financiero funcional, sobre todo para mantener en operación las fábricas que empleaban a trabajadores sindicalizados después del cese al fuego. 

			Ambos presidentes buscaron obtener fondos mediante el aumento de los impuestos en minería y petróleo, pero fracasaron debido al paro de las compañías extranjeras. 

			De igual forma, no tuvieron la opción de solicitar préstamos a los mercados financieros internacionales puesto que México incumplía con sus pagos de deuda (contraídos durante el gobierno de Porfirio Díaz) desde 1914. Frente a esto, era necesario fortalecer cuanto antes al sistema bancario nacional en aras de financiar al naciente sector industrial.

			Con este propósito, a finales de 1924 el secretario de Hacienda, Alberto Pani, convocó a la Primera Convención Bancaria con la finalidad de impulsar el desarrollo del sistema financiero. Tras la asamblea se promulgaron leyes que incrementaron la tasa de retorno del sistema bancario mediante la creación de barreras para la entrada en el sector.

			Estas barreras tuvieron dos mecanismos principales:

			Se creó una cláusula de exención para todos los bancos preexistentes, es decir, ya no se tendrían que autorizar nuevas exenciones.

			Para restringir la entrada al sector, se estableció un capital mínimo requerido de 500,000 pesos para abrir un banco y de un millón de pesos para abrirlo en la Ciudad de México. 

			Aunado a ello, la Comisión también planteó y coadyuvó a crear un banco central, el Banco de México (banxico), cuyas acciones pertenecerían tanto a la banca privada como al gobierno.5 

			En particular, para el sector privado era inquietante el otorgamiento de créditos forzosos o incumplimientos del Estado (como fue práctica común durante la Revolución), por lo que el monopolio de créditos —y con ello de emisión— era dado a un único banco, banxico. 

			De esa manera, el gobierno no podría incumplir sus pagos con algunos banqueros y, al mismo tiempo, pedir préstamos a otros. A su vez, para evitar que el gobierno se financiase abruptamente con la emisión de billetes del Banco Central, se prohibió que éste le prestara más allá del 10 por ciento de su valor de capital.6 

			No obstante, uno de los inconvenientes de la Ley del Banco de México radicó en que no estaba concebido como un banco central en estricto sentido. Aunque poseía el monopolio de la impresión de dinero, no era necesario que otros bancos estuvieran afiliados a él, por lo que no sólo no podía supervisar el sistema bancario, sino que tenía estrictamente prohibido volver a descontar acciones comerciales o fungir como prestamista de última instancia. 

			De hecho, su único objetivo era “restablecer el funcionamiento del sistema interno de banca y crédito para estar en paz con los acreedores externos, que ejercían una enorme presión sobre los gobiernos de aquellos años”,7 lo que consistía en que la moneda nacional fuera ampliamente aceptada y usada en los procesos de la economía interna.

			El contexto de los primeros años de vida del banxico fue desafiante: ningún banco estaba obligado a afiliarse o establecer transacciones con el banco central, la moneda oficial era poco usada y fueron pocos los bancos comerciales que se asociaron con éste entre 1925 y 1931.

			Sin embargo, con el paso del tiempo, su impacto y su peso específico en la economía nacional fueron notorios. Como resultado de su creación se logró incrementar el capital del sistema bancario, pero sin lograr los niveles alcanzados antes de la Revolución. 

			Para 1925, el porcentaje de crédito privado otorgado por los bancos comerciales era sólo del 4 por ciento del Producto Interno Bruto (pib), y para 1929 éste sólo se incrementó al 5 por ciento antes de verse afectado por la Gran Depresión de 1929,8 niveles muy por debajo de los registrados en 1910.

			La crisis de 1929 afectó de inmediato el incipiente desarrollo del sistema financiero mexicano, principalmente porque el recién creado banco central se concentró en mantener la paridad del tipo de cambio, llevándolo a reducir la cantidad de dinero en circulación. Esto generó que los agregados monetarios del país colapsaran en un 66 por ciento durante la crisis, como se puede ver en la gráfica 1.

			 

			Gráfica 1

			Agregados monetarios en México 1925-19419
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			El poco crecimiento de los agregados monetarios se explica por dos razones muy importantes. Primero, porque las operaciones del Banco de México fueron muy reducidas, en gran parte por los pocos bancos asociados, lo que limitó siempre su operación. 

			Y segundo, porque la nueva moneda sujeta al patrón oro fue perjudicada por dos factores concurrentes: 1) el primer rechazo de la nueva moneda,10 lo que fue una merma de la aceptación voluntaria, y 2) la poca oferta de oro en el país debido a la crisis económica internacional que ocurrió cuatro años después de la fundación del Banco de México. 

			Según Turrent,11 “en esos años el oro tendió más bien a salir que a entrar al país”, todo lo cual hizo que el crédito disminuyera hasta en un 80 por ciento.12

			A razón de este inconveniente se realizó, en 1936 (ya superada la crisis), una nueva reforma a la Ley del Banco de México, dotándolo de facultades para que se volviese un “banco de bancos”, buscando que no se repitiesen los fuertes estragos generados en la crisis de 1929 por falta de liquidez interbancaria. 

			En seis meses, el número de bancos asociados pasó de 14 a 42, y las operaciones de redescuento le permitieron disminuir la tasa de mercado del 7 al 5 por ciento, provocando con ello una caída de las tasas en los bancos comerciales del 12 al 8 por ciento.13

			Asimismo, la Ley del Banco de México fijó nuevamente un límite para el crédito del gobierno federal en no más del 10 por ciento de los ingresos presupuestales promedio en los tres años anteriores. 

			Sin embargo, estas restricciones no se respetaban en los hechos, debido a que en los transitorios de la Ley se fijaron plazos razonablemente extensos para la entrada en vigor de las disposiciones que se referían a límites y candados en los préstamos al gobierno. Aunado a ello, cada vez que los plazos estaban por vencer, la autoridad fiscal, con suficiente influencia sobre el Banco de México, solicitaba el aplazamiento de los candados.14 

			Lo anterior provocó que en 1936, a tan sólo año y medio de la promulgación de la nueva ley, se hiciese una reforma encaminada a remover las disposiciones que limitaban el crédito primario del Banco de México y el financiamiento al gobierno federal, con lo que prácticamente quedó en pie la misma ley que había fracasado con anterioridad durante la crisis de 1929. 

			El último capítulo de esta serie de reformas llegó en 1941, cuando se emitió una nueva Ley del Banco de México que buscó eliminar cualquier límite dentro de la normatividad orgánica para el financiamiento a cargo del gobierno, lo que conllevó extensas críticas por parte de la Asociación de Banqueros, incluyendo tanto a Manuel Gómez Morín como a Miguel Palacios Macedo. 

			Por añadidura, las reformas de 1941 obligaban a los bancos comerciales a separar en corporaciones distintas sus operaciones bancarias y de inversión. En paralelo a la nueva regulación bancaria, en otros sectores de la economía se practicaban expropiaciones (como la del petróleo o la industria papelera) que limitaban el crédito a los industriales.

			La banca reaccionó a este ambiente de incertidumbre disminuyendo su participación activa, y el crédito otorgado se redujo de un 7 por ciento del pib en 1933 (máximo que había tocado en la etapa posrevolucionaria), a un 3 por ciento en 1939. Prácticamente le tomaría 40 años estabilizarse alrededor de un 11 por ciento del pib. En otras palabras, de 1925 a 1978, la cantidad del crédito otorgado tanto por la banca comercial como por las instituciones financieras (en relación con el pib), nunca pudo superar los niveles logrados en 1910.15 

			Durante esta época, el gobierno comenzó a impulsar la banca de desarrollo con la finalidad de generar el crédito que la banca privada no estaba otorgando. Cada banco se diseñó para proveer de crédito a sectores de la economía en específico, tales como ejidos, militares, compañías cinematográficas, comerciantes urbanos, compañías de transporte y empresas de manufacturas, entre otras.

			El mayor de estos bancos fue Nacional Financiera (nafin), creado en 1934, y cuya finalidad inicial fue colocar títulos de deuda del gobierno. Sin embargo, para los años cuarenta asumió el rol de fungir como banco de infraestructura y desarrollo comercial.

			El propósito general de la banca de desarrollo en esos años fue dar créditos a pequeñas y medianas empresas con el objetivo de nivelarlas con los grandes conglomerados industriales que eran favorecidos por la banca privada. 

			No obstante, uno de los mayores inconvenientes fue que, en la práctica, la banca de desarrollo (y especialmente Nacional Financiera) solía otorgar un mayor crédito a los conglomerados industriales en detrimento de los pequeños y medianos sectores económicos. 

			En esta dinámica, la banca de desarrollo se consolidó pronto como un “segundo piso” del sistema financiero, esto es, los bancos de desarrollo adquirían los préstamos otorgados por bancos comerciales mediante programas diseñados para canalizar el crédito a ciertos sectores, lo que significaba que el riesgo del incumplimiento lo absorbía en realidad la banca de desarrollo y, en última instancia, el contribuyente fiscal. De esta manera, en caso de que los créditos vencieran y la compañía quebrase, para evitar el efecto sobre el sistema bancario, el gobierno intervenía a través de la banca de desarrollo y prácticamente adquiría la empresa.

			El resultado era un círculo de dependencia en el que se contaba con un sistema bancario relativamente estable (en tanto que no había crisis), pero en el cual el gobierno, al asumir parte de los riesgos, tenía que fomentar el rescate de distintas empresas e industrias. La consecuencia final de esto fue que el gobierno llegó a poseer un gran número de empresas con valor incierto, como azucareras, acereras, compañías mineras, ferrocarriles, aerolíneas, etcétera. En suma, para 1970, el gobierno poseía alrededor de 85 empresas; en 1976, 740 compañías y para 1982 tenía 1,155. No obstante, la consolidación del sistema bancario y financiero del país había logrado dinamizar muy poco el crédito.16

			


Las décadas recientes: de la estatización a la privatización




			La nacionalización de la banca

			Las décadas de 1970 y 1980 presentaron un cambio político en la articulación que se venía desarrollando en el sistema financiero. 

			El principal cambio radicó en la necesidad del gobierno por incrementar su política de gasto público, lo que le llevó a expandir su déficit fiscal del 1.9 por ciento del pib en los años sesenta, al 6.6 por ciento en 1970, para terminar en 1981 con un déficit del 14 por ciento del pib.17

			Para enfrentar el financiamiento de los abultados déficits, el gobierno instrumentó dos mecanismos. Uno fue el financiamiento mediante la compra de valores gubernamentales por parte del Banco de México, lo que detonó un proceso de inflación que para el mismo periodo pasó del 2.7 por ciento en promedio anual dentro de los años sesenta, al 16.8 por ciento en 1970, y al 27.9 por ciento para 1981. En otras palabras, el gobierno financiaba la deuda a través de un impuesto inflacionario.

			El segundo fue el aumento de los requisitos de reserva de los bancos comerciales, el cual pasó de un mínimo del 3 por ciento en 1959 a un máximo de 46 por ciento en 1979. banxico, en efecto, pagaba intereses sobre estos depósitos, pero por debajo de la inflación, lo que provocó que los bancos privados traspasaran las tasas reales negativas al resto de los depósitos de los ahorradores.

			Como resultado, los depositantes comenzaron a retirar su dinero de los bancos, o bien, muchos de los depósitos fueron trasladados a cuentas denominadas en dólares sin ningún fin crediticio en específico. La combinación de estos factores provocó que ni el crédito ni el sistema financiero se expandiesen durante estos años; sin embargo, la mayor dificultad arribó cuando el gobierno ocupó mayores recursos para financiar su política acelerada de gasto público.

			Con dicho fin, el gobierno de López Portillo consiguió fuertes préstamos de dinero en el extranjero, con la esperanza de poder liquidarlos gracias a una combinación de mayores precios del petróleo y el descubrimiento de nuevos yacimientos petrolíferos en el Golfo de México. 

			No obstante, uno de los mayores dilemas a los que se enfrentaron fue que la extracción de petróleo —debido al equipo tan especializado que se utilizaba y a que varios de esos insumos pesados eran importados— absorbió tantos recursos, como ingresos fueron obtenidos por el alza de las exportaciones. 

			En consecuencia, la deuda no fue liquidada, se aplazó y se contrajo una mayor cantidad, al incrementarla de casi 10,000 millones de dólares (mdd) en 1974 a 30,000 mdd en 1980 y 60,000 mdd en 1982.18

			Cuando el precio del petróleo comenzó a descender, el gobierno tuvo que repensar la estrategia para hacer frente al pago de la deuda externa que se había contraído. 

			Una de las fuentes de recursos eran las cuentas en dólares que muchas empresas y hogares mantenían en forma de depósitos, por lo que se estableció un incipiente control de cambios que buscó pagar estos depósitos en moneda nacional y a un tipo de cambio menor al del mercado. A pesar de ello, el pago de la deuda hizo que la moneda se devaluara de manera acelerada y el gobierno pronto cayó en moratoria. 

			Las consecuencias de la salida de capitales que aconteció durante todo el año de 1982 llevaron al presidente a suponer que el sistema bancario había operado en contra del gobierno mexicano, ayudando a sus clientes a sacar riqueza del país y demandando dólares en los momentos más apremiantes para el gobierno. 

			Lo anterior condujo a que el 1 de septiembre de 1982 el presidente José López Portillo expropiase el sistema bancario del país, lo que representó la confiscación de 33 bancos que poseían 4,373 sucursales, alrededor de 140 mil empleados, 2 millones de cuentas corrientes, 25 millones de cuentas de ahorro y 4.5 millones de certificados a plazos fijos. 

			Durante los siguientes siete años, los bancos de México operaron dentro de sus funciones típicas con recepción de depósitos, pago de cheques, manejo de cuentas, etcétera. 

			Sin embargo, más de la mitad de los créditos bancarios se ocuparon en financiar los déficits del gobierno, lo que provocó que los hogares y las empresas se vieran desplazados del mercado durante esos años, a tal grado, que para cuando Miguel de la Madrid dejó la presidencia en 1988, el porcentaje de préstamos al sector privado era sólo del 9 por ciento del pib.




			La privatización de la banca

			A finales de 1988, cuando Carlos Salinas de Gortari asumió la presidencia de la República, la economía sufría de un proceso inflacionario contundente, un lento crecimiento económico y una enorme deuda del sector público. 

			Ante ello, se plantearon tres grandes líneas de acción:

			 

			1.	Se buscaría abrir el comercio y la inversión en México, impulsando un tratado de libre comercio con Estados Unidos de América y Canadá.

			2.	Se combatiría la inflación con fuertes recortes en el déficit presupuestal, y se renegociaría la deuda externa.

			3.	Se vendería buena parte de las empresas del Estado mexicano, entre las cuales se encontraba el proyecto de privatización de la banca. 

			 

			Esa última arista permitiría que la enajenación de bienes diera al gobierno ingresos extraordinarios que después se usarían para pagar la deuda externa; a su vez, al reducir en el presupuesto anual el monto destinado a esas empresas se liberarían recursos para financiar programas sociales.

			Los bancos en particular formaban una parte estratégica dentro de los nuevos planes de la administración. El gobierno de Salinas estaba entusiasmado con vender los bancos en el menor tiempo posible y con las mayores ganancias factibles de la transacción, lo que en efecto se logró en tan sólo 18 meses.

			El diseño del proceso de privatización de la banca fue muy detallado.19 En primer lugar, se estableció un comité de desincorporación bancaria que estaba compuesto por funcionarios de la Secretaría de Hacienda, el Banco de México, la Comisión Nacional Bancaria y dos representantes del sector privado. 

			Al mismo tiempo, Pedro Aspe, secretario de Hacienda, emitió ocho lineamientos bajo los cuales se privatizarían los 18 bancos que existían en ese entonces, conforme a lo siguiente:

			 

			1.	Conformar un sistema financiero más eficiente y competitivo.

			2.	Garantizar una participación diversificada y plural en el capital, con el objeto de alentar la inversión en el sector e impedir fenómenos indeseables de concentración.

			3.	Vincular la aptitud y calidad moral de la administración de los bancos, con un adecuado nivel de capitalización.

			4.	Asegurar que la banca mexicana fuera controlada por mexicanos.

			5.	Buscar la descentralización y el arraigo regional de las instituciones.

			6.	Buscar obtener un precio justo por las instituciones, de acuerdo con una valuación sustentada en criterios generales, homogéneos y objetivos para los bancos.

			7.	Lograr la conformación de un sistema financiero balanceado.

			8.	Proporcionar sanas prácticas financieras bancarias.20

			 

			Para ofrecer mayor confianza a los comparadores potenciales, el comité contrató los servicios de una entidad externa (First-Boston), a fin de llevar a cabo el proceso de subasta. También se contrató una institución (Wharton Econometric Forecasting Associates) que brindara proyecciones de mediano plazo sobre los escenarios que enfrentarían los bancos una vez privatizados y, a su vez, dos despachos externos (McKinsey & Co. y Booz Allen & Hamilton) que valuaran a los bancos y presentaran un plan de negocios para cada uno, a efecto de que los compradores potenciales tuvieran mejor información.

			El proceso de venta se realizó en dos etapas: una preselección de candidatos para asegurar su solvencia profesional y moral en el manejo del banco y una posterior subasta entre los preseleccionados.21

			Las reglas formales de la subasta especificaban que las licitaciones serían cerradas, que los compradores no podían ver el detalle de la cartera por limitaciones del secreto bancario y sólo cuando se decretara al grupo ganador, podía revisarse en términos de calidad, diversificación de activos y pasivos, etcétera. 

			En caso de que hubiera diferencia entre el valor real y el estimado de la cartera, existía una cláusula de contrato que permitía exigirle al gobierno un ajuste por acción hasta tener un precio justo.

			Entre junio de 1991 y julio de 1992, hubo seis rondas de subastas para vender todos los bancos, y el resultado fue que el gobierno recibió ingresos por 12.4 mil millones de pesos, lo que sugería una relación entre el valor en libros de los bancos y el precio pactado de 3.04 unidades, por lo que se considera que el gobierno recibió una prima considerable por la venta bancaria.22 

			Varios elementos se conjugaron para que los precios que pagaron los compradores fueran tan altos. Primero, al sentar las licitaciones el gobierno aclaró que los bancos no tendrían que competir fuertemente entre sí, pues de los 18 bancos a venderse, sólo cuatro controlaban el 70 por ciento del total de los bienes bancarios, por lo que, en realidad, lo que vendía el gobierno (sin deshacer estas estructuras) era el derecho a dirigir un oligopolio.

			Asimismo, el gobierno informó que no se competiría con la banca del extranjero, dado que ellos tendrían prohibido participar en las licitaciones y se les excluyó del mercado mexicano hasta que empezaron las negociaciones del Tratado de Libre Comercio (tlcan) en 1991.

			Aún con ello, en el tlcan se estipuló un periodo de transición de seis años para que los bancos norteamericanos y canadienses adquiriesen gradualmente una mayor participación en el mercado mexicano, que iba hasta un 15 por ciento en el año 2000. 

			Los controles estipulados para la participación extranjera fijaban que, inclusive después del periodo de transición, el gobierno mexicano podía congelar las compras de bancos extranjeros por un periodo de tres años, si éstos llegaban a concentrar más del 25 por ciento del mercado nacional, es decir, había fuertes barreras de entrada cuando se realizaron las subastas, por lo que conforme quedaban menos bancos a subastar, los precios subían sustancialmente (véase cuadro 1). 

			 

			[image: 21493.png]Un segundo factor de gran relevancia fue que el gobierno no impedía a los compradores endeudarse fuertemente para adquirir los bancos y, por lo tanto, muchos podían ofrecer precios mayores gracias a un mayor endeudamiento; es más, se permitió que algunos de esos créditos fueran con otros bancos nacionales donde el financiamiento tenía como garantía las acciones que se estaban adquiriendo, por lo que el incentivo a ofrecer un precio más alto era todavía mayor, “al fin y al cabo, lo más que esa persona podía perder eran las acciones que estaba adquiriendo”.23

			Las normas que regían el plan de pagos fueron modificadas durante las subastas. En un inicio, el gobierno pedía un 30 por ciento a los tres días de que se anunciara quién era el adjudicatario y el 70 por ciento restante se liquidaba en 30 días. Cuando se cambió este plan de pagos, el desembolso inicial sólo tenía que ser del 20 por ciento, en tanto que el 80 por ciento restante podía liquidarse cuatro meses después. Esto permitió que los nuevos banqueros adquiriesen fondos de varias fuentes, como la venta de acciones minoritarias, la emisión de papel comercial y el préstamo de otros bancos mexicanos. 

			Como resultado, se incrementó gravemente el endeudamiento del sector privado (el cual podía rastrearse con el crecimiento del déficit de la cuenta corriente de la balanza de pagos, que llegó al 7 por ciento del pib en esos años). 

			Por otra parte, se indujo una fuerte ola crediticia que se caracterizó por un elevado incremento de la cartera vencida en el sector, al pasar de 4.7 por ciento en 1991 a 9.1 por ciento en 1994. Más aún, la proporción de la cartera vencida contra el capital aumentó dramáticamente entre 1991 y 1994, al pasar del 45.7 al 109.9 por ciento, lo que sugiere que el problema de la crisis bancaria que se viviría al poco tiempo, puede remontarse al deficiente proceso de privatización de la banca.




			Crisis y rescate bancario

			La privatización bancaria, la crisis y el rescate del sistema financiero mexicano son parte de un mismo proceso dentro de la historia del país. Después de la desincorporación de la banca en 1991 y 1992, y en un ambiente que propició un elevado crecimiento del crédito en el país, tanto por la apertura de la cuenta de capital (negociado en el tlcan), como al parecer por la necesidad de los nuevos banqueros de recuperar los elevados montos de inversión en la compra, se originaron préstamos desmesurados con muy bajo control de calidad de las carteras (en especial de consumo y de bienes raíces).

			Lo anterior indujo a una toma de riesgos excesivos por parte de la banca, la cual, sin una correcta regulación financiera constituyó rápidamente un proceso de fragilidad dentro del sistema bancario. No obstante, esta situación era difícil de identificar dada la poca transparencia del manejo corporativo y de las transacciones financieras, así como la baja calidad de control de riesgos por parte de los bancos.

			El capital con el que contaban los bancos antes de la privatización era insuficiente,24 y al haberse hecho varias compras de bancos con otros créditos, implicaba un faltante de capital en su conjunto a la hora que el sistema comenzó a operar con libertad. 

			El capital extranjero, por su parte, fue limitado al inicio, y a falta de supervisión bancaria, las prácticas riesgosas se convirtieron pronto en el denominador común de todas las transacciones.

			Pero no fue sólo eso. Como los préstamos que se hicieron excedieron rápidamente los depósitos, el faltante fue cubierto con préstamos interbancarios, principalmente con bancos extranjeros y en dólares, lo que dejó muy expuesto al sistema bancario tanto a los cambios en la tasa de interés, como a las fluctuaciones del tipo de cambio.

			De esta forma, la política macroeconómica del gobierno de Carlos Salinas, que había estado focalizada en usar el tipo de cambio fijo como un ancla antiinflacionaria, había provocado serios riesgos de sobrevaluación de la moneda, que con el eventual deterioro de la cuenta de capital que ocurrió durante las elecciones de 1994, terminaron no sólo por afectar la paridad del peso-dólar sino a todo el sistema bancario en su conjunto.

			Cuando la crisis comenzó y los fondos nacionales e internacionales empezaron a sacar recursos del país, la tasa de interés interbancaria se elevó muy rápido, de 10.9 a 21.1 por ciento, lo que provocó que los bancos se vieran surcados por el nuevo costo del financiamiento y la posible devaluación cambiaria, elevando enormemente la deuda del país. 

			Durante el periodo de transición que se dio entre el gobierno de Carlos Salinas y Ernesto Zedillo, se tocó el tema sustancial de revertir el problema de la balanza de pagos con un ajuste del tipo de cambio; sin embargo, cuando se publicaron los Criterios Generales de Política Económica para 1995, los pronósticos oficiales no incluyeron ningún cambio sustantivo en la banda de flotación, lo que brindaba la señal de que el gobierno seguiría defendiendo el nivel del tipo de cambio. 

			Sin embargo, la falta de divisas y el agotamiento de las reservas internacionales fueron rápidamente sobrepasadas por la cobertura que daba el gobierno de Tesobonos (véase cuadro 2), lo que obligó al nuevo gobierno a llamar a una reunión de distintos grupos de la sociedad en la noche del 19 de diciembre de 1994 (justo cuando el diferencial fue el más alto entre tesobonos y reservas) para discutir la ampliación de la banda de flotación de la moneda, es decir, la eventual devaluación del tipo de cambio.

			[image: 21524.png] 

			Sin embargo, el 21 de diciembre, cuando se redujeron las reservas internacionales en 4,000 mdd (quedando poco más de 6,000 mdd, como puede deducirse del cuadro 2), el gobierno no tuvo más remedio que dejar flotar el tipo de cambio a partir del 22 de diciembre de 1995. 

			Sin embargo, a partir de aquí la grave crisis cambiaria detonó una crisis financiera mayúscula que muy pronto llevó al país a una situación de mayor riesgo que cuando sucedió la Gran Depresión de 1929, así como a severas implicaciones sociales.

			Como resultado de todo ello, el gobierno mexicano tomó una medida extraordinaria: garantizar sin límite alguno los depósitos y muchos de los pasivos bancarios.

			El colapso del tipo de cambio tuvo tres efectos inmediatos en la banca: 1) provocó que distintos negocios convirtieran sus cuentas bancarias a dólares lo más pronto posible, preocupados por una depreciación más fuerte en los días sucesivos, lo que encogió la base de depósitos de los bancos; 2) los préstamos en divisas extranjeras (que representaban un tercio del total de los créditos otorgados a los bancos de México) se duplicaron al cabo de dos días, lo que llevó a una insolvencia financiera de varias firmas, y 3) para defender el tipo de cambio y mantener un poco de inversión extranjera en la cuenta de capital, el gobierno incrementó la tasa interbancaria, que llegó a alcanzar el 114 por ciento, lo que acrecentó vertiginosamente la cartera vencida de los bancos (especialmente en el sector hipotecario, donde la tasa pasó con rapidez de 22 a 74 por ciento, y generó que para 1995 casi un tercio de todos estos préstamos se encontrara en cartera vencida).

			La respuesta del gobierno de Zedillo fue un rescate general del sistema bancario (véase recuadro 1).




			Recuadro 1

			el costo del fobaproa

			 

			Orígenes

			
				
					
				
				
					
							
							El Fondo Bancario de Protección al Ahorro (Fobaproa) fue un fondo de contingencia creado en 1990 por el gobierno mexicano en conjunto con la totalidad de los partidos políticos dominantes en aquel entonces, a fin de enfrentar posibles problemas financieros extraordinarios. En diciembre de 1998 fue sustituido por el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (ipab).

							Con el antecedente de sucesivas crisis económicas que, entre otros efectos, llevaba a la falta de liquidez del sistema bancario, en 1990 se creó el Fobaproa. Ante posibles crisis financieras que propiciaron la insolvencia de los bancos por el incumplimiento de los deudores con la banca y el retiro masivo de depósitos, se esperaba que el Fobaproa asumiría las carteras vencidas y capitalizaría a las instituciones financieras. En los años siguientes el Fobaproa, su concepción, implementación y los principales beneficiarios del mismo se convirtieron en uno de los temas más polémicos de la política mexicana, debido al endeudamiento estatal a largo plazo.
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Cuadro 2

RESERVAS INTERNACIONALES Y TESOBONOS DEL GOBIERNO

(MILLONES DE DOLARES)

Tesobono Reservas
Afio Mes (valor nowinal) internacionales Diferencia
1991 Diciembre 327.0 17,456.6 17,129.6
1992 Diciembre 336.9 18,554.1 18,217.2
19903 Diciembre 1,598.5 24,537.5 22,939.0
Enero 2,048.3 26,273.3 24,225.0
Febrero 2,191.1 29,155.3 26,964.2
Marzo 4,157.1 24,649.0 20,491.9
Abril 10,957.3 17,296.8 6,339.5
Mayo 12,589.4 17,142.3 4,552.9
19004 Junio 13,597.8 15,908.5 2,400.7
Julio 18,673.1 16,162.4 -2,510.7
Agosto 23,798.7 16,420.1 -7,378.6
Septiembre 22,622.5 16,139.7 -6,482.8
Octubre 21,644.3 17,242.2 -4,402.1
Noviembre 24,691.2 12,470.9 -12,220.3
Diciembre 29,206.1 6,148.2 -23,057.9
Enero 23,888.2 3,483.3 -20,404.9
Febrero 18,747.7 8,077.5 -9,770.2
1995 Marzo 16,168.0 6,849.5 -9,318.5
Abril 14,188.6 8,704.6 -5,484.0
Mayo 11,510.7 10,437.7 -1,073.0

Fuente: Elaboracién propia con datos de BANXICO (1996, pp. 265-274).
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*M1: Conocido como estrecho es el efectivo en circulacién mas depoésitos a la
vista de residentes en zonas euro, excluidas las administraciones centrales.

**M2: Incluye el M1 mas los depédsitos a plazo fijo hasta por dos afos y los
disponibles con preaviso hasta por tres meses.

Fuente: Elaboracién propia con datos de INEGI (2015a), Sistema para la Consulta
de Estadisticas Histéricas de México 2014.
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